
 

TEMA: ACCIÓN DE TUTELA / SUBSIDIARIEDAD – “solo procederá cuando 

el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella 
se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable” 

/ MORA JUDICIAL – “no se le puede exigir que gestione ante la autoridad 
demandada alguna solicitud, cuando es precisamente su falta de actividad 
el motivó del reclamó en tutela” / DESCUENTOS DE MESADA PENSIONAL 

/  
 
TESIS: “(…) acertó el juzgado de origen al negar al amparo por falta del 

requisito de subsidiariedad, pues no se agotó el medio de defensa judicial 
dispuesto por el ordenamiento, lo que justifica que en tal aspecto se 

confirme lo decidido. (…) el requisito general de procedencia consiste en que 
se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa 
judicial, el recurso de reposición es uno de los medios de impugnación y en 

este caso dejó de ser utilizado, por lo que la acción de tutela no es el remedio 
a la falta de diligencia de la actora. (…) El funcionario judicial tiene la 

obligación de solucionar con eficiencia la situación de la persona que ha 
solicitado su intervención (artículos 2, 29 y 122 Constitución), garantía 
propia del debido proceso que impone una duración razonable y ausencia 

de dilaciones injustificadas. (…) En la Sentencia SU-333 de 2020 la Corte 
Constitucional refirió la evolución de sus precedentes en la materia, precisó 
que en las tutelas por mora judicial originada en solicitudes procesales el 

derecho fundamental bajo estudio es el debido proceso en cuanto deber de 
ausencia de dilaciones injustificadas y en relación con el derecho de acceso 

a la administración de justicia y; que, por lo mismo, para determinarlo se 
ha diferenciado entre la mora judicial justificada (sobrecarga y congestión) 
y la injustificada (arbitrariedad), pues “no todo retardo en la adopción de una 
decisión judicial genera per se una infracción a la Constitución”, y la 
vulneración del derecho fundamental solamente acontece cuando se 

verifican los presupuestos reiterados por la jurisprudencial.” 
 
 

MP. SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
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PROVIDENCIA: SENTENCIA DE TUTELA 
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Medellín, diecinueve (19) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

Proceso TUTELA DEBIDO PROCESO 

Radicado 05001 31 03 010 2022 00433 01 

Accionante MARIA SOLEDAD RICO RICO 

Accionado JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SAN ANTONIO DE 
PRADO (MEDELLÍN) Y COLPENSIONES. 

Vinculados JUZGADO 29 CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN, 
CIDESA COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO 
(CIDESA) y COOPERATIVA MULTIACTIVA PROGRESO 
Y DESARROLLO CONCORD CONCORDCOOP SIGLA 
CONCORDCOOP EN LIQUIDACION (CONCORDCOOP).  

Juzgado origen  DÉCIMO CIVIL CIRCUITO MEDELLÍN  

 
Decide la Sala la impugnació n del falló de la acció n de tutela de la 
referencia. 
 

1. ANTECEDENTES. 
 
1.1 LA DEMANDA.  
 
Mediante apoderado, la accionante, solicita el amparo de sus derechos 
fundamentales al debido proceso, mínimo vital y vida digna, para que se 
ordene a COLPENSIONES reintegrar indexados los dineros que fueron 
retenidos de su mesada pensional o, en su defecto, se ordene al Juzgado 
Tercero de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de San Antonio de 
Prado que oficie a Colpensiones para que realice el reintegro; que en el 
caso de que el despacho observe omisiones por parte de dicho juzgado, de 
traslado al Consejo Superior de la Judicatura para que tome las medidas a 
las que hubiere lugar y; que se inapliquen las medidas cautelares 
ordenadas por el Juzgado 29 Civil Municipal de Medellín en caso de que se 
determine que se está vulnerando el derecho al mínimo vital. 
 
Manifiesta que padece afecciones de salud y que devenga una mesada 
pensiónal pór valór de $1’064.394; que desde el añó 2008 se encuentra 
afiliada a CIDESA, a través de la cual adquirió un crédito de libranza que 



paga mediante descuentos autorizados de su pensión; que en el año 2018 
fue víctima de suplantación por CONCORDCOOP, donde fraudulentamente 
se originó otro crédito por libranza, circunstancia por la que interpuso la 
correspondiente denuncia penal. 
 
Sostiene que CONCORDCOOP promovió en su contra proceso ejecutivo 
radicado 05001-41-89-003-2018-00935-00, que cursa en el Juzgado 
Tercero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Medellín (en 
adelante el Juzgado Tercero), en el que se decretó como medida cautelar 
el embargo del 25% de su pensión, en virtud de la cual, COLPENSIONES 
retuvo el porcentaje desde septiembre de 2021 y dejó de pagar las 
obligaciones contraídas con CIDESA y; como consecuencia, CIDESA 
promovió en su contra proceso ejecutivo radicado 05001-40-03-029-
2022-00231-00, que cursa en el Juzgado 29 Civil Municipal de Medellín 
(en adelante el Juzgado 29), en el que se decretó el embargo del 30% de su 
pensión y de los remanentes del proceso 003-2018-00935 y, como 
consecuencia, COLPENSIONES le retuvo desde mayo hasta septiembre de 
2022 el 50% de su pensión y; que pese a la retención de dineros en virtud 
de la orden del Juzgado Tercero, tal medida no se perfeccionó. 
 
Indicó que, mediante auto del 8 de agosto de 2022, el Juzgado Tercero 
decretó el desistimiento tácito del proceso a su cargo y ordenó el 
levantamiento de la referida medida cautelar, dejándola a disposición del 
proceso que cursa en el Juzgado 29, con la advertencia de que la misma 
nunca se perfeccionó; que en virtud de dicha medida, COLPENSIONES 
retuvó en tótal $2’822.752, peró nó lós depósitó al Juzgadó Tercero porque 
no se informó la identificación del demandante ni el número de cuenta del 
despacho, según oficio emitido por dicha entidad el 21 de septiembre de 
2022 y; que solicitó al Juzgado Tercero la devolución de dichas sumas por 
no haberse perfeccionado el embargo y, mediante auto del 26 de 
septiembre de 2022, dicha autoridad le negó tal devolución porque no 
obran títulos judiciales y porque la medida ya se encuentra a disposición 
del Juzgado 29.   
 
Resalta que COLPENSIONES no cumplió la carga que le asistía, consistente 
en consignar los dineros retenidos debido a falta de información de la 
autoridad judicial, por lo que no es de recibo la negativa del despacho de 
disponer el reintegro de los dineros, más aún, cuando reconoce que no se 
perfeccionó el embargo. 
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1.2 TRÁMITE PRIMERA INSTANCIA. 
 
Mediante auto del 16 de diciembre de 2022, el juzgado de origen admitió 
la demanda y dispuso la vinculación del Juzgado 29 y de las cooperativas 
referidas.  
 
COLPENSIONES se pronunció en dos oportunidades, informó que en mayo 
de 2022 aplicó el descuento sobre la mesada pensional de la accionante 
por concepto del embargo decretado por el Juzgado 29, correspondiente 
al 30% de la mesada pensional, sin embargo, la plataforma del Banco 
Agrario arrojaba un errór 33 “Numero de proceso no valido o no existe en 
tabla de procesos” por lo que no se pudieron consignar tales dineros. 
Respecto del proceso del Juzgado Tercero, manifestó que realizó la 
retención de dinerós y también generó “error 33 (error No de proceso)”, 
para lo que se requiere allegar los datos actualizados, pero no hay 
evidencia de orden judicial que indique que los dineros se deben poner a 
disposición del Juzgado 29. Finalmente, adjuntó copia de varias 
comunicaciones a los juzgados concernidos y a la accionante y solicitó 
denegar la tutela por improcedente, pues considera que la reclamación 
entre afiliados y administradoras debe resolverse ante la jurisdicción 
ordinaria laboral1. 
 
CIDESA reconoció la existencia del crédito en mora y del proceso ejecutivo 
ante el Juzgado 29 y las medidas cautelares decretadas, sostuvo que el 
embargo de la pensión se perfeccionó con la entrega del oficio, de ello es 
evidencia la retención de dineros y se opuso a la tutela porque existen 
otros medios de defensa judicial para controvertir el asunto que no se han 
agotado, tales como recursos contra la medida decretada o la solicitud de 
levantamiento del embargo y también porque se trata de un conflicto 
económico que le corresponde resolver al juez natural2.  
 

                                        
1 Ver archivo 06 y 08. 
2 Ver archivo 07. 



JUZGADO 29 CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN hizo el recuento del 
proceso a su cargo, que de la medida del 30% decretada por el despacho, 
Colpensiones solo accedió al embargo del 25% teniendo en cuenta los 
demás embargos de la accionante; que el 15 de noviembre de 2022 
COLPENSIONES le informó que los dineros descontados desde mayo de 
2022 están siendo rechazados en el portal del Banco Agrario por error 33 
y le solicitó al despacho actualizar su información, sin embargo, afirma 
haber efectuado la verificación en el portal del Banco Agrario sin que 
exista alguna inconsistencia en la creación del proceso por parte del 
despacho, por lo que es COLPENSIONES quien debe dar cuenta de las 
retenciones efectuadas3.  
 
JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 
DE MEDELLÍN reconoció que allí cursó el referido proceso y destacó que 
efectuó las comunicaciones correspondientes tendientes a la 
consumación de la medida cautelar, desconociendo las razones por las 
cuales no se hizo efectiva; que procedió conforme a la ley a poner a 
disposición del Juzgado 29 la medida cautelar por embargo de remanentes 
y que el suministro de los datos de identificación del demandante y 
número de cuenta del juzgado destinatario no le competen; que por la 
misma razón, tampoco es procedente la devolución de dineros y; que no 
se aprecia que la accionante o su abogado hubieren gestionado ante el 
Juzgado 29 el depósito de los dineros por parte de COLPENSIONES o la 
pretendida restitución, por lo que pidió declarar la improcedencia de la 
tutela4. 
 
CONCORDCOOP no se pronunció. 
 
1.3 NULIDAD EN PRIMERA INSTANCIA. 
 
El 19 de enero de 2023, se profirió sentencia negando la tutela por 
improcedente en virtud de falta del requisito de subsidiariedad, 
providencia que fue oportunamente impugnada y, mediante auto del 21 
de febrero de 2023, se decretó la nulidad de la actuación a partir del auto 
admisorio de la demanda, para que se vinculara al BANCO AGRARIO DE 
COLOMBIA.  
 

                                        
3 Ver archivo 10. 
4 Ver archivo 11. 
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1.4 TRÁMITE POSTERIOR A LA NULIDAD EN PRIMERA INSTANCIA. 
 
Mediante auto del 24 de febrero de 2023, el juzgado de primera rehízo la 
actuación. 
 
CIDESA, el Juzgado Tercero y el Juzgado 29 reiteraron su postura.  
 
COLPENSIONES reiteró su posición, pero agregó como defensa que la 
accionante no acredita la existencia de un perjuicio irremediable, pues 
continúa disfrutando de su mesada pensional, situación que no amerita la 
intervención del juez constitucional. 
 
La accionante manifestó que no pretende desconocer el crédito de CIDESA 
y que ha intentado conciliar la situación, pero no ha sido posible; que no es 
posible que COLPENSIONES continúe reteniendo dineros sin trasladarlos 
a la cuenta del despacho judicial, por lo que tendrá que devolverlos y; que 
la acción de tutela sí es procedente por cuanto se discute además la 
protección de su mínimo vital y se evidencia el estado de debilidad 
manifiesta en el que se encuentra 
 
CONCORDCOOP no se pronunció. 
 
1.5 SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA. 
 
El 3 de marzo de 2023, se profirió nuevamente sentencia, negando la tutela 
por improcedente frente al Juzgado Tercero, en virtud de falta del requisito 
de subsidiariedad respecto de la devolución de los dineros retenidos en 
dicho asunto; pero tutelando el derecho fundamental de la accionante al 
debido proceso, respecto del Juzgado 29, autoridad a la que le ordenó que 
proceda a requerir a COLPENSIONES para que dé cumplimiento a las 
órdenes de embargo decretadas en el proceso radicado 029 2022 00231.  
 
Previa exposición de los requisitos generales y específicos de la tutela 
contra providencias judiciales, el a quo consideró que, frente al auto del 26 



de septiembre de 2022, proferido por el Juzgado Tercero dentro del 
proceso 003-2018-00935 que negaba la solicitud de devolución de los 
dineros, no se interpuso el recurso de reposición, por lo que no se supera 
el requisito de subsidiariedad. 
 
Respecto del Juzgado 29, consideró que, no obstante se ha superado el 
inconveniente advertido por COLPENSIONES ante el Banco Agrario, dicha 
autoridad no ha requerido al pagador, para que dé cumplimiento a los 
embargos decretados, incluido el proveniente del Juzgado Tercero de 
Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Medellín en razón al 
embargo de Remanentes. En consecuencia, consideró que existe violación 
al debido proceso en razón a la ausencia de actuación frente a las medidas 
cautelares por parte del Juzgado 29. 
 
Frente a las pretensiones de trasladar la presente acción al Consejo 
Superior de la Judicatura y a la Superintendencia Financiera de Colombia, 
indicó que no encontró mérito, toda vez que es una gestión que puede 
realizar directamente la accionante.  
 
1.6 IMPUGNACIÓN.  
 
Mediante escrito del día 9 de marzo de 2023, el apoderado de la actora 
impugnó la decisión, con el propósito de que se revoque la decisión de 
primera instancia y se concedan las pretensiones de la demanda. 
 
Sostiene que durante los meses de mayo a septiembre de 2022 se excedió 
el límite legal de los descuentos, equivalente al 50% de la mesada, para lo 
cual, en virtud de la sentencia T-237 de 2013, se deben considerar tanto 
los descuentos voluntarios, como los obligatorios; que la tutela es 
procedente para la devolución de los dineros retenidos porque, estando 
de por medio una orden judicial, se requiere una decisión de tal naturaleza 
para que COLPENSIONES proceda en tal sentido; que para efectos de la 
subsidiariedad, lo que corresponde analizar es si la decisión del Juzgado 
Tercero era susceptible de apelación; que para la decisión se deben tener 
en cuenta las condiciones personales de la actora, adulta mayor en estado 
de indefensión y aquejada por enfermedades que requiere de mayores 
ingresos y; que no comparte la desvinculación de COLPENSIONES y el 
Juzgado Tercero, pues a la fecha le han retenido $5´121.700 sin contar el 
2023.  
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3.CONSIDERACIONES. 

 
3.1 COMPETENCIA. 
 
Es competente esta Sala para decidir la impugnación, al tenor de lo 
previsto en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 
3.2 PROBLEMA JURÍDICO. 
 
Corresponde a la Sala establecer si hay lugar a revocar el amparo 
concedido en primera instancia y, en su lugar, acceder a las pretensiones 
de la tutela, encaminadas a la devolución de los dineros retenidos con 
ocasión de la medida cautelar decretada por el Juzgado Tercero, que no 
fueron depositados a órdenes de dicha autoridad, ni del Juzgado 29 a 
quien, por remanentes, se le puso a disposición la medida.  
 
3.3 PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN. 
 
Legitimación en la causa. 
 
Esta n satisfechas, la legitimació n en la causa pór activa y pasiva, debidó a 
que la accionante acudió mediante apoderado para reclamar la protección 
de sus derechos fundamentales5 y dirigió el reclamo en contra de la 
autoridad judicial presuntamente responsable de la vulneración, además 
se vinculó en debida forma a las demás autoridades que pudieren resultar 
comprometidas con la decisión6. 
 

                                        
5 El artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela puede ser ejercida por cualquier 
persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, por quien agencia sus derechos 
cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa o, por el Defensor del Pueblo y los 
personeros municipales.  
6 El artículo 13 del Decreto 2591 de 1991: “-Personas contra quien se dirige la acción e intervinientes. La acción 
se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el 
derecho fundamental. Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él 
como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.” 



Inmediatez7.  
 
Se cumple cón este requisitó puestó que, desde la fecha de lós óficiós 
emitidós pór COLPENSIONES, requiriendó a lós juzgadós el suministró de 
la infórmació n necesaria para depósitar lós dinerós retenidós (septiembre 
de 2022) hasta la interposición de la tutela (16 de diciembre de 2022), 
transcurrieron aproximadamente 3 meses, lapsó que nó se juzga excesivó 
y que pór tratarse de una ómisió n en la decisió n judicial se puede calificar 
de cónducta cóntinuada. 
 
Subsidiariedad.  
  
El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 establece que la acción de tutela 
solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe verificar la 
reunión de sus características fundamentales, esto es, su pronta 
eventualidad, gravedad y necesidad de medidas urgentes que hacen 
impostergable la protección. También procede como mecanismo 
definitivo cuando, existiendo mecanismos ordinarios de protección, su 
evaluación en relación con las particulares condiciones del accionante, 
evidencia falta de idoneidad porque no resulta eficaz para la protección 
que se demanda, no ofrece la misma defensa que el juez constitucional 
podría otorgar a través del mecanismo excepcional y por tanto no es 
proporcionado remitir al demandante a tales medios o recursos comunes8.  

                                        
7 En sentencias T-183 de 2013 y T-792 de 2013 la Corte estableció que debe haber prontitud en la demanda 
de amparo, cualidad que se determina a través del análisis del caso bajo criterios de razonabilidad y 
justificación. 
8 Sentencia T -792 de 2013:“En tal sentido, se precisa, que la acción puede incoarse como mecanismo 
principal, a efectos de zanjar definitivamente el debate jurídico que se erige en torno a la eventual trasgresión 
de los derechos fundamentales que se invoquen; pero,  también  podrá  utilizarse  con  miras  a  obtener  una  
decisión  judicial  con  efectos  transitorios,  a  razón  de  impedir  que  se materialice el perjuicio irremediable 
que se cierne sobre el accionante, o la persona cuyas garantías de primer orden se encuentren en riesgo, 
mientras se dirime el respectivo conflicto ante la autoridad judicial o administrativa correspondiente. Ante el 
primer evento, “(...) es preciso examinar si no existe otro medio judicial. Si no existe otro medio, o aún si existe 
pero éste no resulta idóneo en el caso concreto, la tutela procede como mecanismo principal de amparo de 
los derechos fundamentales (...)”3, para lo cual, valga aclarar, no está condicionada al agotamiento de otros 
trámites, pues la afectación es de tal envergadura que demanda la intervención del juez de tutela de manera 
conclusiva. Por su parte, la segunda hipótesis, se abstrae de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 86 de 
la Carta Política, que consagra que: “Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable” (negrillas propias). Desde ese panorama constitucional, dicha vía se habilita cuando se 
presentan los siguientes elementos3:(i) que exista un instrumento judicial idóneo, diferente a la tutela, para 
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En este asunto, el análisis de subsidiariedad se debe separar para abordar 
dos situaciones diferentes, uno es la decisión negativa a la solicitud de 
devolución de dineros retenidos por parte del Juzgado Tercero y otro es la 
conducta de las autoridades judiciales concernidas, frente a sendos 
requerimientos que efectuó COLPENSIONES para efectos de materializar 
el depósito de los dineros retenidos. 
  
En cuanto a la primera situación, debe destacarse que la pretensió n de 
tutela esta  dirigida a que se reintegren a la demandante lós dinerós 
retenidós pór cónceptó del embargó decretadó pór el Juzgadó Terceró, 
dentro del proceso radicado 003-2018-00935, con ocasión de la 
terminación del mismo por desistimiento tácito del 8 de agosto de 2022. 
 
En tal sentido, la actora formuló solicitud a dicha autoridad el 8 de agosto 
de 2022, siendo resuelta desfavorablemente mediante auto del 26 de 
septiembre de 20229, con el argumento de que, por embargo de 
remanentes, la medida quedó a disposición del Juzgado 29. Sin embargo, 
frente a lo decidido, la accionante no interpuso el recurso de reposición, 
que era procedente en términos del artículo 318 del CGP, de tal forma que, 
acertó el juzgado de origen al negar al amparo por falta del requisito de 
subsidiariedad, pues no se agotó el medio de defensa judicial dispuesto 
por el ordenamiento, lo que justifica que en tal aspecto se confirme lo 
decidido. 
 
De esta manera, la Sala desestima el argumento de impugnación 
consistente en que la subsidiariedad pendía de la existencia de recurso de 

                                        
obtener el amparo de los derechos fundamentales que se invocan y; (ii) que se advierta la posible ocurrencia 
de un hecho que perjudique irreversiblemente tales garantías. Respecto a este último, la Corte ha destacado 
que no puede tratarse de cualquier peligro al que aludan los peticionarios, pues, para que tenga la entidad 
que requiere la mencionada herramienta constitucional, debe caracterizarse: “(i) por ser inminente, es decir, 
que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) por ser grave, esto es, que el daño o 
menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) porque las medidas 
que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) porque la acción de tutela sea 
impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su 
integridad”3.” 
9 Ver página 108 - Radicado 00935 



alzada pues, conforme al precedente10, el requisito general de procedencia 
consiste en que se hayan agotado todos los medios ordinarios y 
extraordinarios de defensa judicial, el recurso de reposición es uno de los 
medios de impugnación y en este caso dejó de ser utilizado, por lo que la 
acción de tutela no es el remedio a la falta de diligencia de la actora. 
 
En cuanto al segunda situación, es evidente que la causa de la demanda es 
inquietud de la accionante por hallar los dineros de su pensión, que le 
fueron retenidos por orden del Juzgado Tercero y no fueron puestos a 
disposición de ninguno de los juzgados mencionados, ni le fueron 
devueltos, de tal forma que, en tales circunstancias lo que corresponde 
analizar para efectos de la subsidiariedad es si acaso era exigible a las 
autoridades judiciales alguna actuación en concreto frente a la cual 
hubieren adoptado conducta o decisión susceptible de reproche en sede 
de amparo. 
 
En tal sentido, se observa que en la última parte del expediente digital del 
proceso a cargo del Juzgado Tercero (003-2018-00935), con 
posterioridad a la negativa al reintegro de dineros retenidos, obra 
comunicación remitida por correo electrónico el 30 de septiembre de 
2022, en la que COLPENSIONES le indicó al Juzgado con relación al oficio 
936, mediante el cual se le comunicó la puesta a disposición del Juzgado 
29 de la medida cautelar decretada por remanentes, lo siguiente: 
 

“… se informa que no es posible aplicar dicha medida de embargo, 
ya que no se aportó la identificación del demandante, ni el número 
de cuenta del despacho judicial…”11 

 
En el mismo sentido, se observa que en la última parte del expediente 
digital del proceso a cargo del Juzgado 29 (029-2022-00231), obra 
comunicación remitida por correo electrónico el 5 de diciembre de 2022, 
en la que, con relación a la medida de embargo, COLPENSIONES le informó 
al Juzgado de un error y le solicitó: 
 

“… no siendo posible girar el valor del mismo. Por lo anterior, se 
requiere a este juzgado se sirva actualizar la información en el 

                                        
10 Sentencia C-590 de 2005 
11 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 050014189003201800093500 / carpeta C1Principal / archivo 01 
páginas 111 y 113. 
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portal del Banco Agrario y una vez se encuentre consistente 
informe a esta administradora para proceder a normalizar los 
pagos correspondientes.”12 

 
Con posterioridad a dichas comunicaciones, no se aprecia que los juzgados 
concernidos hubieren adoptado alguna decisión y, por tanto, el análisis de 
subsidiariedad en esta segunda situación debe ser diferente al de la 
primera, pues sitúa el asunto en una presunta móra judicial, circunstancia 
en la que el amparó cónstituciónal resulta de cara cter subsidiarió pórque 
la demandante nó cuenta cón ótró medió judicial de defensa, pues nó se le 
puede exigir que gestióne ante la autóridad demandada alguna sólicitud, 
cuandó es precisamente su falta de actividad el mótivó del reclamó en 
tutela13. 
 
En consecuencia, en el escenario descrito se consideran cumplidos los 
presupuestos generales para el análisis de fondo de la tutela, a lo que se 
procede a continuación. 
 
3.4 FUNDAMENTOS JURÍDICOS.  
 
Debido proceso y acceso a la administración de justicia (Normatividad y 
jurisprudencia). 
 
El funcionario judicial tiene la obligación de solucionar con eficiencia la 
situación de la persona que ha solicitado su intervención (artículos 2, 29 y 
122 Constitución), garantía propia del debido proceso que impone una 
duración razonable y ausencia de dilaciones injustificadas (artículos 2° y 

                                        
12 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 05001400302920220023100 / archivo 26. 
13 En Sentencia SU-333 de 2020 la Corte precisó en punto de la procedibilidad formal de la acción de tutela 
judicial por mora judicial: “(ii) no tiene la obligación de agotar ningún mecanismo judicial, tales como recursos, 
incidentes, peticiones, pues el mismo, solo entraría a aumentar la mora judicial y agudizar la tardanza en la 
respuesta. Por ello, la jurisprudencia ha señalado que el accionante se encuentra en situación de indefensión 
por carecer de mecanismo judicial… frente al requisito de inmediatez se ha indicado que el accionante debe 
evidenciar que transcurrió “un plazo razonable entre la ocurrencia de la omisión que permite identificar una 
demora injustificada en la tramitación del proceso y la presentación de la acción de tutela” . En todo caso, el 
juez debe verificar si la vulneración continúa en el tiempo, razón suficiente para que el mecanismo sea 
procedente para cuestionar eventos de mora judicial.” 



42 numeral 1° C.G.P.)14 o, de lo contrario, justifica la intervención del juez 
constitucional por afectación de la tutela judicial efectiva y el acceso a la 
administración de justicia.  
 
En la Sentencia SU-333 de 2020 la Corte Constitucional refirió la evolución 
de sus precedentes en la materia, precisó que en las tutelas por mora 
judicial originada en solicitudes procesales el derecho fundamental bajo 
estudio es el debido proceso en cuanto deber de ausencia de dilaciones 
injustificadas y en relación con el derecho de acceso a la administración 
de justicia y; que, por lo mismo, para determinarlo se ha diferenciado 
entre la mora judicial justificada (sobrecarga y congestión) y la 
injustificada (arbitrariedad), pues “no todo retardo en la adopción de una 
decisión judicial genera per se una infracción a la Constitución”, y la 
vulneración del derecho fundamental solamente acontece cuando se 
verifican los presupuestos reiterados por la jurisprudencia: 
 

“4.21… se presenta una mora judicial injustificada, si: (i) es fruto 
de un incumplimiento de los términos señalados en la ley para 
adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo 
razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión 
judicial o el volumen de trabajo, y (iii) la tardanza es imputable a 
la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de una 
autoridad judicial.”   

 
Descuentos máximos permitidos a mesada pensional (Normatividad y 
jurisprudencia). 
 
El artículo 48 de la Constitución prohíbe reducir el valor de la mesada 
pensional, salvo por descuentos, deducciones y embargos amparados en 
la ley15. 
 

                                        
14 “ARTÍCULO 2o. ACCESO A LA JUSTICIA. Toda persona o grupo de personas tiene derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva para el ejercicio de sus derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido 
proceso de duración razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
injustificado será sancionado.” 
“ARTÍCULO 42. DEBERES DEL JUEZ. Son deberes del juez: 1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, 
presidir las audiencias, adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y 
procurar la mayor economía procesal…” 
15 “ARTICULO 48. … Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo 
con la ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada de las 
pensiones reconocidas conforme a derecho.” 
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En concordancia, el numeral 5 del artículo 134 de la Ley 100 de 1993 
establece que es procedente el embargo de la pensión en caso de créditos 
a favor de cooperativas16; a su turno, el artículo 3 del Decreto 1073 de 
200217, modificado por el artículo 1 del Decreto 994 de 2003, dispone que 
para establecer el monto de los descuentos pensionales se aplica la 
nórmatividad relativa a lós salariós y nó puede exceder el 50% “sobre el 
valor neto de la mesada pensional, esto es, descontando el aporte para salud, 
incluyendo los permitidos por la ley laboral”18 (se destaca) y; el artículo 150 
del Código Sustantivo del Trabajo prevé que la retención de cuotas de 
cooperativas de ahorro constituye descuento permitido del salario19. 
 
En múltiples sentencias la Corte Constitucional se ha encargado de 
analizar el asunto, concluyendo en la sentencia T-418 de 2016: 
 

“En conclusión, las pensiones, cualquiera que sea su cuantía -
incluidas aquellas cuyo monto sea igual a un salario mínimo legal-
, son embargables única y exclusivamente cuando la obligación 
surja con ocasión de deudas a favor de cooperativas o para cubrir 
acreencias alimentarias, evento en el cual, en todo caso, el 
embargo no puede exceder el 50% de la mesada pensional. Dicho 
de otro modo, los embargos por pensiones alimenticias o créditos 
a favor de cooperativas o fondos de empleados, no pueden exceder 

                                        
16 “ARTÍCULO 134. INEMBARGABILIDAD. Son inembargables: … 
5. Las pensiones y demás prestaciones que reconoce esta Ley, cualquiera que sea su cuantía, salvo que se trate 
de embargos por pensiones alimenticias o créditos a favor de cooperativas, de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes sobre la materia.” 
17 Reglamenta los descuentos permitidos a las mesadas pensiónales. 
18 “Artículo 3°. Monto. Modificado por el art. 1, Decreto Nacional 994 de 2003 En cuanto al monto del 
descuento se aplicarán las normas que para el efecto se aplican a los salarios. 
Los descuentos realizados sobre el valor neto de la mesada pensional, esto es, descontando el aporte para 
salud, incluyendo los permitidos por la ley laboral, podrán efectuarse a condición de que no se afecte el salario 
mínimo mensual legal y el beneficiario pueda recibir no menos del cincuenta por ciento (50%) de la mesada 
pensional. 
El excedente de la mesada pensional sobre el salario mínimo legal sólo es embargable en una quinta parte. No 
obstante si se trata de embargos por pensiones alimenticias o créditos a favor de cooperativas o fondos de 
empleados, podrá ser embargado hasta el 50% de la mesada pensional…” 
19 “ARTICULO 150. DESCUENTOS PERMITIDOS. <Ver Notas del Editor> <Artículo modificado por el artículo 22 
de la Ley 1911 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> Son permitidos los descuentos y retenciones por 
concepto de cuotas sindicales y de cooperativas y cajas de ahorros, autorizadas en forma legal…” 



el 50% de la mesada pensional, incluso si ésta es apenas 
equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente.”20 

  
3.5 CASO EN CONCRETO 

 
Está acreditado que la accionante es pensionada por vejez21 y en su contra 
se adelantan dos procesos ejecutivos singulares: i) el radicado 003-2018-
00935, ante el Juzgado Tercero de Pequeñas Causas y Competencias 
Múltiples de San Antonio de Prado, en el que el 23 de enero de 2019 se 
ordenó el embargo del 25% de su mesada pensional22, mediante auto del 
4 de mayo de 2022 se dispuso tener en cuenta el embargo de remanentes 
decretado en el proceso 029-2022-00231 que cursa en el Juzgado 29 y 
terminó anticipadamente el 8 de agosto de 2022 por desistimiento tácito, 
dejándose en consecuencia la medida cautelar a órdenes de dicha 
autoridad23 y; ii) el radicado 029-2022-00231, ante el Juzgado Veintinueve 
Civil Municipal de Medellín, en el que el 30 de marzo de 2022 se ordenó el 
embargo del 30% de su mesada pensional y el embargo de los remanentes 
del proceso 003-2018-0093524, proceso que actualmente sigue en curso. 
 
También se probó que, con ocasión de la medida cautelar decretada por el 
Juzgado Tercero, COLPENSIONES efectuó la retención de los dineros de la 
pensión de la accionante en la proporción ordenada, desde septiembre de 
2021 hasta septiembre de 2022, por un valor total de $3’062.22625 y; que 
con ocasión de la medida cautelar decretada por el Juzgado 29, 
COLPENSIONES efectuó la retención de los dineros de la pensión de la 
accionante en una proporción inferior a la ordenada, desde mayo de 2022 
y actualmente lo continúa haciendo26. 
 
Así mismo, se constató que el 1 de septiembre de 2021 COLPENSIONES le 
informó al Juzgado Tercero que la medida cautelar decretada en el 
proceso 003-2018-00935 se aplicaría a partir de septiembre de 2021 y los 

                                        
20 En el mismo sentido la T-238 de 2013, citada por la actora en la impugnación. 
21 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / archivo 001 página 31.  
22 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 050014189003201800093500 / carpeta C2MedidaCautelar / 
archivo 01 página 2. 
23 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 050014189003201800093500 / carpeta C1Principal / archivo 01 
páginas 79 y 80. 
24 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 05001400302920220023100 / archivo 02. 
25 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / archivo 001 páginas 34 a 39. 
26 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / archivo 006 página 24. 
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dineros se pondrían a disposición en su cuenta de depósitos judiciales27; 
sin embargo, con ocasión de la puesta a disposición de la medida cautelar 
por remanentes, la misma COLPENSIONES le informó al Juzgado Tercero 
el 30 de septiembre de 2022 que se presentaba una dificultad para dejar 
vigente el embargo a órdenes del Juzgado 29 porque “no se aportó la 
identificación del demandante, ni el número de cuenta del despacho 
judicial”28. Frente a dicha comunicación, mediante auto del 16 de 
noviembre de 2022, el Juzgado Tercero se limitó a incorporarla al 
expediente, sin emitir pronunciamiento alguno29. 
 
En similar sentido, se verificó que, en respuesta a la medida cautelar 
decretada en el proceso 029-2022-00231, mediante correo electrónico del 
5 de diciembre de 2022, COLPENSIONES le informó al Juzgado 29 un error 
en virtud del cual se rechazaban los depósitos de los dineros retenidos 
desde mayo de 2022 y le solicitó actualizar infórmación y “una vez se 
encuentre consistente informe a esta administradora para proceder a 
normalizar los pagos correspondientes”30. Frente a dicha comunicación, 
revisado el expediente remitido y efectuada la consulta del proceso en el 
sitio de internet de la Rama Judicial, se constata que el Juzgado 29 se limitó 
a efectuar la consulta infructuosa de depósitos judiciales el 13 y el 28 de 
febrero de 2023, con ocasión de la tutela y en virtud de cambios de 
personal efectuó el cambio de firmas y autorizaciones en el portal del 
Banco Agrario y el 8 de marzo requirió a COLPENSIONES para que cumpla 
lo dispuesto por el Juzgado Tercero, que dejó a disposición de dicho 
proceso el embargo por remanentes. 
 
En el contexto descrito, considera la Sala que las dos autoridades judiciales 
referidas han sido omisivas frente a los requerimientos de 

                                        
27 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 050014189003201800093500 / carpeta C2MedidaCautelar / 
archivo 01 página 11. 
28 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 050014189003201800093500 / carpeta C1Principal / archivo 01 
páginas 111 y 113. 
29 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 050014189003201800093500 / carpeta C1Principal / archivo 01 
páginas 121. 
30 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / carpeta 05001400302920220023100 / archivo 26. 



COLPENSIONES que, en concreto, les exigían pronunciarse para 
solucionar la causa de esta tutela. 
 
Ciertamente, frente a la solicitud de la accionante para el reintegro de los 
dineros retenidos en virtud del proceso 003-2018-00935, no hay lugar a 
discusión, pues fue un asunto formulado ante la autoridad judicial 
competente que le fue resuelto de manera negativa y frente al cual no 
interpuso recurso, de tal forma que no procede la tutela para reclamarlo. 
 
Sin embargo, no sucede lo mismo frente a las comunicaciones de 
COLPENSIONES de septiembre de 2022, dirigida al Juzgado tercero y de 
diciembre de 2022, dirigida al Juzgado 29, las cuales pusieron en evidencia 
de dichos despachos los inconvenientes que se presentaron para 
efectivizar sus medidas cautelares y, sin embargo, no merecieron 
pronunciamiento consecuente por parte de dichas autoridades. 
 
Si lo que reclama COLPENSIONES del Juzgado Tercero es la falta de 
identificación del demandante y el número de cuenta del despacho judicial 
destinatario de la medida por remanentes, se constató la falta de 
pronunciamiento de dicha autoridad frente a tal solicitud pues, sin que 
ello signifique su acogimiento, lo cierto es que se puso de presente la 
carencia de información para materializar la orden y, en tal sentido era 
necesario el pronunciamiento del despacho. 
 
En el mismo sentido, si lo que reclama COLPENSIONES del Juzgado 29 es 
que, una vez resuelta su actualización e información en el portal del Banco 
Agrario, se lo informe para proceder con los depósitos, entonces también 
se advierte la ausencia de dicha comunicación para materializar la cautela 
decretada. 
 
Conforme al precedente citado, para la configuración de mora judicial se 
requiere verificar el incumplimiento de los términos para decidir, la 
ausencia de motivos que justifiquen la demora y que la tardanza sea 
imputable a la autoridad accionada. 
 
Frente a las referidas solicitudes de COLPENSIONES, los despachos 
concernidos disponían del término legal de 10 días conforme al artículo 
120 del CGP, el cual venció sin pronunciamiento al respecto; ninguno de 
los despachos expuso una justificación válida para haberse abstenido de 
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resolver las solicitudes de COLPENSIONES, luego no hay excusa que 
justifique la demora y; por ser los despachos de conocimiento de las 
correspondientes acciones ordinarias en las que se decretaron las 
correspondientes medidas cautelares, es a ellos a quienes corresponde 
pronunciarse para atender el pedido del fondo de pensiones, luego la 
omisión de decisión les es atribuible.   
 
En suma, están reunidos los presupuestos para conceder el amparo por 
mora judicial y disponer que los juzgados accionados se pronuncien en 
concreto frente a sendas solicitudes de COLPENSIONES y, si bien en 
primera instancia se emitió un amparo en tal sentido que se considera 
plausible, por las razones expuestas resulta insuficiente, pues aquí es 
menester que ambas autoridades judiciales se pronuncien en el marco de 
su competencia, pues las órdenes que no se han podido materializar 
emanan de cada una de ellas en los respectivos procesos a su cargo, motivo 
por el cual se modificará la decisión impugnada y se concretará en cuanto 
al objeto del pronunciamiento de cada uno de los juzgados. 
 
En cuanto al presunto exceso en la retención de dineros de la pensión del 
demandante, se debe precisar que, contrariamente a lo afirmado en el 
recurso, la normatividad citada y el precedente judicial referido no 
sustentan la tesis de la actora, en cuanto a que para efectos de establecer 
el monto de los descuentos permitidos sobre la pensión se deban 
considerar indistintamente los descuentos voluntarios y los obligatorios, 
tal postura se funda en una cita aislada de la Sentencia T-238 de 2013, 
desconociendo que son las normas legales y reglamentarias las que han 
precisado la manera de establecer los límites a los descuentos de la 
pensión. 
 
En efectó, en la referida próvidencia la Córte afirmó: “3.5. De acuerdo con 
las normas citadas y la jurisprudencia reiterada, no se pueden efectuar 
descuentos de las mesadas pensionales que afecten más del 50% del ingreso 
que recibe el titular. Esta es una regla general, que se aplica tanto a los 
descuentos voluntarios como a los obligatorios.” 
 



Sin embargo, tal aseveración no es contraria a lo establecido por el artículo 
3 del Decreto 1073 de 200231, modificado por el artículo 1 del Decreto 994 
de 2003, que precisa que para el monto de los descuentos pensionales no 
puede exceder el 50% “sobre el valor neto de la mesada pensional, esto es, 
descontando el aporte para salud, incluyendo los permitidos por la ley 
laboral”.  
 
En tal sentido, no basta la simple afirmación de que las medidas cautelares 
decretadas exceden el límite legal porque a ellas se deben sumar los demás 
descuentos pensionales efectuados, el asunto se debe examinar en 
concreto, para verificar con certeza que se haya trasgredido tal límite. 
 
En el caso bajo estudio, se aportaron las certificaciones de COLPENSIONES 
que dan cuenta de los descuentos de la nómina de la pensionada 
demandante32, información que se sintetiza en la siguiente tabla: 
 

 
Las celdas en amarillo no consideraron las mesadas adicionales de dichos períodos. 

 

La información organizada permite apreciar que el valor de la pensión a 
considerar para efectos de establecer un eventual exceso a las deducciones 
de la pensión, es el neto, esto es el resultado de descontar del valor nominal 
de la pensión el aporte para salud.  
 
Se puede observar que durante el período examinado se aplicaron 
deducciones a la pensión neta por valores legalmente permitidos, esto es, 
los aportes para la cooperativa CIDESA y los descuentos ordenados con las 
medidas cautelares decretadas dentro de los procesos referidos, sin 
embargo, en ningún período se excedió el 50% de la misma, especialmente, 

                                        
31 Reglamenta los descuentos permitidos a las mesadas pensiónales. 
32 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / archivo 001 páginas 34 a 39. 

Período Valor pensión Ded. EPS Neto pensión Ded. J3CMPC Ded. CIDESA Ded. J29CMM Total ded. Ad. Pagado 50% neto pensión Exceso

sep-21 $ 1.007.758 $ 100.800 $ 906.958 $ 226.740 $ 25.194 $ 0 $ 251.934 $ 655.024 $ 453.479 No

oct-21 $ 1.007.758 $ 100.800 $ 906.958 $ 226.740 $ 25.194 $ 0 $ 251.934 $ 655.024 $ 453.479 No

nov-21 $ 1.007.758 $ 100.800 $ 906.958 $ 226.740 $ 25.194 $ 0 $ 251.934 $ 655.024 $ 453.479 No

dic-21 $ 1.007.758 $ 100.800 $ 906.958 $ 226.740 $ 25.194 $ 0 $ 251.934 $ 655.024 $ 453.479 No

ene-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 26.610 $ 0 $ 266.084 $ 691.810 $ 478.947 No

feb-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 26.610 $ 0 $ 266.084 $ 691.810 $ 478.947 No

mar-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 26.610 $ 0 $ 266.084 $ 691.810 $ 478.947 No

abr-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 26.610 $ 0 $ 266.084 $ 691.810 $ 478.947 No

may-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 0 $ 239.473 $ 478.947 $ 478.947 $ 478.947 No

jun-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 0 $ 239.473 $ 478.947 $ 478.947 $ 478.947 No

jul-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 0 $ 239.473 $ 478.947 $ 478.947 $ 478.947 No

ago-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 0 $ 239.473 $ 478.947 $ 478.947 $ 478.947 No

sep-22 $ 1.064.394 $ 106.500 $ 957.894 $ 239.474 $ 0 $ 239.473 $ 478.947 $ 478.947 $ 478.947 No
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porque cuando concurrieron los dos embargos se suprimieron los 
descuentos para la cooperativa, precisamente en atención al límite legal. 
 
En consecuencia, se puede concluir que no hubo exceso en los descuentos 
de la pensión de la accionante y, por tanto, no se acoge esta razón de la 
impugnación.  
 
Finalmente, en cuanto a la pretensión de correr traslado del asunto al 
Consejo Superior de la Judicatura y a la Superfinanciera para que tomen las 
medidas a las que hubiere lugar, en atención al amparo concedido, no se 
advierte necesidad de hacerlo, coincidiendo la Sala con las razones 
expuestas en primera instancia.    
 
Atendiendo las anteriores consideraciones, el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
MEDELLÍN, SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL, administrando justicia en 
nombre de la República y por autoridad de la ley,  
  

RESUELVE: 
  
PRIMERO: REVOCAR el numeral primero de la sentencia de primera 
instancia dentro del asunto de la referencia. 
 
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral SEGUNDO de la sentencia de primera 
instancia dentro del asunto de la referencia, el cual quedará así:  
 

“SEGUNDO. TUTELAR el derecho fundamental al DEBIDO PROCESO de 
la MARÍA SOLEDAD RICO RICO, en contra del JUZGADO VEINTINUEVE 
CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN y JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES DE SAN ANTONIO DE PRADO, 
por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.” 
 

TERCERO: MODIFICAR el numeral TERCERO de la sentencia de primera 
instancia dentro del asunto de la referencia, el cual quedará así: 
 



“1. ORDENAR al JUZGADO VEINTINUEVE CIVIL MUNICIPAL DE 
MEDELLÍN que, dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas 
contadas a partir de la notificación de este fallo, proceda a 
pronunciarse respecto de la solicitud de COLPENSIONES, 
contenida en correo electrónico del 5 de diciembre de 2022, en la 
que le solicitó que, una vez actualizara información “informe a esta 
administradora para proceder a normalizar los pagos 
correspondientes”. 
 
2. ORDENAR al JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÚLTIPLES DE SAN ANTONIO DE PRADO que, 
dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir 
de la notificación de este fallo, proceda a pronunciarse respecto de 
la solicitud de COLPENSIONES del 30 de septiembre de 2022, en la 
que le indicó que se presentaba una dificultad para dejar vigente 
el embargo a órdenes del Juzgado 29 porque “no se aportó la 
identificación del demandante, ni el número de cuenta del 
despacho judicial””. 

 
CUARTO: MODIFICAR el numeral CUARTO de la sentencia de primera 
instancia dentro del asunto de la referencia, en el sentido de excluir de las 
autoridades desvinculadas al JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS 
Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES DE SAN ANTONIO DE PRADO. 
 
QUINTO: NOTIFÍCAR a los interesados por el medio más expedito y eficaz 
posible y REMÍTIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión. 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 

 
 

 
MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 
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Magistrado 
 
 
 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
Magistrado 

 


